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Entidades leridanas recurren el archivo de la denuncia por presuntas torturas de la Policía a un joven de Torà (Lleida)

Redacción / EP

Entidades leridanas como Alerta Solidaria, Acción de los Cristianos por la Abolición de la Tortura o a Asociación Memoria han recurrido ante la titular del Juzgado de Instrucción número 2 de Lleida el archivo de la denuncia por torturas contra varios policías que participaron en la detención del vecino de Torà (Lleida) Jordi Vilaseca en abril de 2003 junto con dos jóvenes más.


En una rueda de prensa, portavoces de dichas entidades manifestaron hoy el rechazo generado por la decisión de la jueza y afirmaron que casos como éste "contribuyen a crear una situación de impunidad en España ante comportamientos torturadores".


La medida ha sido recurrida ante la misma magistrada que decretó el archivo del caso y, si se ratifica en su decisión, está previsto que los colectivos de apoyo a Jordi Vilaseca interpongan un nuevo recurso, esta vez, ante la Audiencia provincial.


Asimismo, dichas entidades, acompañadas por los padres del joven de Torà, denunciaron que el archivo se produce "tras un cambio de juez instructor", y aseguraron que "todavía faltan algunas diligencias que consideran vitales para aclarar los hechos".


En este sentido, señalaron que el caso de Torà "no es una excepción" y lamentaron la existencia de "una situación generalizada de impunidad al Estado ante las sospechas de tortura policial", por lo que pidieron al Gobierno que ratifique un protocolo contra la tortura que permita controlar las dependencias de detención.


ACUSADO DE TERRORISMO.

Los hechos se produjeron en abril de 2003, cuando Jordi Vilaseca, vecino de Torà, fue detenido junto con dos jóvenes más bajo la acusación de terrorismo por orden del juez de la Audiencia Nacional Baltasar Garzón por la que se enfrenta a una pena de más de 9 años de prisión.


Vilaseca fue ingresado tres días después en la UCI del Hospital de Santa Maria víctima de un ataque de ansiedad cercano al pánico que le impedía comparecer ante el juez.


Posteriormente, sus familiares presentaron una querella en la denunciaban que el joven había sido presionado psicológicamente por los agentes, que supuestamente le habrían dicho que sería violado cuando ingresara en prisión y que su novia sería sometida a abusos sexuales.


Cuando se interpuso la querella, el juez que llevaba la instrucción hizo declarar a médicos y policías. El pasado agosto, cuando trasladaron a Vilaseca, no había magistrado en el Juzgado número 2 de Lleida y no lo hubo hasta octubre, cuando llegó Maria Gema Luego, la jueza que se hizo cargo del caso y que ha decretado el archivo de la denuncia.


Los tres jóvenes están ahora a la espera de juicio bajo la aplicación de la ley antiterrorista, y el hecho más grave con el que se les relaciona es la explosión de un artefacto en una antena de Retevisión de la Panadella.
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